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RESUMEN: El artículo hace una síntesis de la problemática de la 
libertad de información en relación con nuestra actual justicia penal.

ABSTRACT: The essay makes a summary of the problems of freedom of 
information in relation to our current criminal justice system. 
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1)	 El ejercicio del periodismo está íntimamente ligado con la 
libertad de información, en cualquiera de sus variantes y en especial en 
lo que se refiere a su relación con la justicia penal, pero también con la 
publicidad de los actos y resoluciones del Estado (arts. 8º y 19 Nº 12 de 
la Constitución Política).

2)	 Caracterización de la libertad de información. Es una garantía 
constitucional protegida en todo Estado de Derecho y en Chile constituye 
un derecho constitucional fundamental que se explicita en el art. 19 Nº 

1	 El presente artículo corresponde a una versión corregida de una exposición 
efectuada en la Universidad San Sebastián, en el mes de octubre de 2013.

2	 GUILLERMO PIEDRABUENA RICHARD. Profesor de Derecho Procesal 
de la Pontificia Universidad Católica de Chile. Ex Fiscal Nacional del Ministerio 
Público y ex Presidente del Consejo de Defensa del Estado.
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12 de la Constitución, ratificado ampliamente por las Leyes Nº 19.733, 
de junio de 2001, sobre libertad de información, y Nº 20.285, de 20 de 
agosto de 2008, sobre transparencia y acceso a la información pública, 
sin perjuicio de los tratados internacionales suscritos por Chile. 

La Constitución garantiza “la libertad de emitir opinión y la de 
informar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier medio 
sin perjuicio de responder de los delitos y abusos que se cometan en el 
ejercicio de estas libertades, en conformidad a la ley, la que deberá ser de 
quórum calificado”.

En consecuencia, la Ley Nº 19.733, que establece limitaciones a 
la libertad de información, tiene que interpretarse restrictivamente y no 
analógicamente. 

Además, la libertad de información tiene su máxima importancia 
si se considera que está dentro de las garantías constitucionales cuya 
infracción puede ser reclamada mediante el recurso de protección que 
establece el art. 20 de la Constitución.

Lo anterior es sin perjuicio de los delitos que se puedan cometer a 
través de los medios de comunicación social y de las sanciones que la ley 
establece para el caso y sin perjuicio de los abusos que pueden dar lugar 
a responsabilidades civiles. 

3)	 Algunas restricciones de la Ley Nº 19.733 (publicada el 18.05.01).

En lo que se refiere a la Ley Nº 19.733, es interesante destacar lo 
previsto en su artículo 36 que establece que comete un delito quien 
“fuera de los casos previstos por la Constitución o la ley y en el ejercicio 
de funciones públicas obstaculizare la libre difusión de informaciones 
(…)”. Es decir, ninguna autoridad puede restringir la libertad de 
información, salvo un caso previsto en la Constitución o en la ley. No 
puede el reglamento crear restricciones a la libertad de información. Sólo 
la Constitución y la ley.
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Esta ley se tramitó antes de que entrara en vigencia el C.P.P., pero su 
promulgación fue posterior al C.P.P. que sólo regía en dos regiones del 
país. Es decir, cuando se promulgó estaba vigente en casi todo el país 
el sistema inquisitivo antiguo, con su predilección por el secreto en el 
sumario. Por consiguiente, la Ley Nº 19.733 se aplica al sistema antiguo 
y al sistema nuevo.

A continuación veremos la principal disposición de la Ley Nº 19.733, 
vinculada a los procesos penales judiciales.

“Art. 33. Se prohíbe la divulgación, por cualquier medio de 
comunicación social, de la identidad de menores de edad que sean 
autores, cómplices, encubridores o testigos de delitos, o de cualquier otro 
antecedente que conduzca a ella.

Esta prohibición regirá también respecto de las víctimas de alguno 
de los delitos contemplados en el Título VII, “Crímenes y simples 
delitos contra el orden de las familias y contra la moralidad pública”, del 
Libro II del Código Penal, a menos que consientan expresamente en la 
divulgación.

La infracción a este artículo será sancionada con multa de treinta o 
ciento cincuenta unidades tributarias mensuales. En caso de reiteración, 
la multa se elevará al doble”.

El legislador, en el primer inciso, estimó que es inconveniente 
mencionar la identidad de los menores de edad y según los penalistas, 
se refiere a los menores de 18 años que sean imputados de un delito e 
incluye también a los testigos de delitos que sean menores de edad.

En su inciso 2º, la ley extiende la protección a las víctimas de los 
delitos de violación, estupro y otros delitos sexuales, pero también se 
refiere a menores de 18 años.

Este precepto no extiende la protección a los imputados mayores de 
edad, sólo a las víctimas y a los menores de edad y su cumplimiento no 
exige una orden judicial expresa.
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Ambas limitaciones a la libertad de información son razonables y 
son similares a restricciones que imperan en otros sistemas legales. 

Estas restricciones hay que armonizarlas con las que aborda el nuevo 
Código Procesal Penal. Ambas leyes son complementarias y ninguna deroga 
a la otra. No se puede hablar de derogación, puesto que la Ley Nº 19.733 es 
posterior al Código. Cada ley tiene su ámbito propio de aplicación. 

En cuanto a la persecución de multas que se establece por la 
infracción a la Ley Nº 19.733, ello se encuentra casi en desuso. 

4) Las restricciones a la libertad de información en relación a la 
justicia penal que establece el nuevo Código Procesal Penal (arts. 92, 
182 y 289 del C.P.P., entre otros) y las que se establecen en la Ley Nº 
19.733 sobre libertad de información (art. 33), son excepcionales porque 
la publicidad es la regla general.

Estas restricciones son bastante menores a las que se contemplaban 
en el antiguo sistema procesal penal que establecía un sistema secreto de 
la instrucción y desconfiaba de la información pública que podía darse en 
los medios o por los periodistas.

El fin del “secretismo” fue una de las grandes conquistas del 
nuevo C.P.P. y así se destacó en el Mensaje, en la discusión del nuevo 
Código y en la exposición de todos los expertos a través de numerosas 
publicaciones.

¿En qué se tradujo este cambio? Desde luego se acabó con el sumario 
secreto y los intervinientes, incluido el imputado y su defensa, tienen 
acceso a la investigación, salvo reserva decretada por el Fiscal por un 
plazo limitado y sujeto a reclamación ante el juez de garantía. Enseguida, 
no sólo las audiencias del juicio oral son públicas sino que también las 
que se celebran ante el juez de garantía. Así lo establecen los arts. 289 en 
relación con el art. 71 del C.P.P. y el art. 9 del C.O.T. 

De otra parte, la información libre sobre los procesos penales sirve, 
por regla general, para que la ciudadanía controle la eficacia y esté al 
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tanto de la forma como el sistema penal funciona. Coincide plenamente 
con la tendencia de dar transparencia a la función pública (Ley Nº 20.285 
de 2008 y art. 8º inc. 2º de la Constitución).

Coincidiendo con lo anterior, ya la Excma. Corte Suprema en un 
instructivo dirigido a todos los tribunales, el 17 de enero de 2001, oficio 
Nº 003260, en el punto III expresó: “Las actuaciones que se realizan 
ante el Juzgado de Garantía, por la naturaleza del nuevo sistema procesal 
penal, son públicas (artículo 1º, del Código Procesal Penal; artículo 8 Nº 
5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y artículo 14 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos), sin perjuicio que 
el tribunal pueda disponer, a petición del fiscal o de otro interviniente, 
su reserva, lo que sólo corresponderá acoger cuando la gravedad de los 
antecedentes o sus circunstancias lo hagan aconsejable”.

Este instructivo de la Corte Suprema armoniza además con lo 
dispuesto en el artículo 9º del C.O.T., que ordena que los actos de los 
tribunales sean públicos, salvo excepciones expresas.

Como todos los juristas saben, las limitaciones o excepciones a 
las normas generales tienen que ser interpretadas restringidamente. Es 
meridianamente claro que la regla muy general es la publicidad de las 
actuaciones de los intervinientes del nuevo proceso.

5) Las restricciones a la libertad de información del Código Procesal 
Penal (fundamentalmente los arts. 92, 182 y 289).

“Artículo 92: Prohibición de informar. Los funcionarios policiales 
no podrán informar a los medios de comunicación social acerca de la 
identidad de detenidos, imputados, víctimas o testigos, ni de otras personas 
que se encontraren o pudieren resultar vinculadas a la investigación de 
un hecho punible”.

La norma es similar al art. 33 de la Ley Nº 19.733, pero se refiere a 
todos los vinculados al hecho penal y no sólo a los menores de edad, es 
decir, se amplía la prohibición informativa en lo que se refiere a las policías. 
Cualquier información sobre la identidad de éstos está prohibida a la policía.
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En la discusión del proyecto de Código Procesal Penal, la prohibición 
a las policías era mucho más amplia y fue restringida por respeto al 
derecho a la libre información (la historia de la ley así lo demuestra).

La policía sólo está impedida de dar la identidad, pero no lo estaría 
para informar a la prensa sobre los hechos delictuosos propiamente tales 
en que le correspondió participar. 

La prohibición sólo se refiere a la identidad de ciertas personas, pero 
no a los hechos delictuosos y sus circunstancias. 

Sin embargo, y esto es lo complicado, el art. 182 del C.P.P. 
establece que las investigaciones serán secretas para los terceros ajenos 
al procedimiento, no para los intervinientes, de modo que se estaría 
ampliando la restricción a las policías, en especial si se observa el 
inciso final del art. 182 que expresa: “Los funcionarios que hubieren 
participado en la investigación y las demás personas que, por cualquier 
motivo, tuvieren conocimiento de las actuaciones de la investigación 
estarán obligados a guardar secreto respecto de ellas”.

Podrá observarse que en los noticieros o en los canales de televisión 
no aparecen los policías dando nombres sino que refiriéndose a las 
circunstancias del delito. ¿Qué sucede al respecto? Los periodistas indagan 
por su cuenta y a veces conversan en privado con las policías y consideran 
que las restricciones del art. 92 del C.P.P. sólo afectan a los funcionarios 
policiales y no a los periodistas o a los medios de comunicación social. 
SIN DUDA, AQUÍ HAY UN PROBLEMA LEGISLATIVO PORQUE 
LA LEY NO SE CUMPLE ESTRICTAMENTE RESPECTO DEL 
SECRETO DE LA INVESTIGACIÓN.

Artículo 182: Establece un secreto de las investigaciones para 
los terceros ajenos al procedimiento penal, pero no se aplica a los 
intervinientes, salvo los casos de reserva. Si hay reserva decretada por 
el fiscal, es limitada en el tiempo y puede ser reclamada ante el juez de 
garantía de acuerdo al art. 182 inc. 4º, y adicionalmente el art. 186 le 
permite a las personas afectadas por una investigación reclamar al juez de 
garantía para que le ordene al fiscal informar acerca de los hechos objeto 
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de la investigación (¿quiénes son los afectados por la investigación?, 
¿sólo los posibles imputados o también las víctimas?).

Artículo 289 del C.P.P. Consagra la publicidad de las audiencias del 
juicio oral, pero se estima que también es aplicable a las audiencias ante 
el juez de garantía, tal como lo instruyó la Corte Suprema, porque el 
nuevo sistema procesal es público, situación que se confirma en los arts. 
9 del C.O.T. y en el art. 71 del C.P.P., que hace aplicable a los jueces de 
garantía las atribuciones que tiene el Tribunal del Juicio Oral en materia 
de dirección y disciplina en las audiencias.

Dentro de esta óptica y defendiendo una tendencia restrictiva en la 
interpretación de las excepciones a la publicidad, destacamos que las 
facultades del art. 289 exigen que haya una petición de parte y no pueden 
ejercerse de oficio.

Acceso del público a las audiencias (letras a) y b) del art. 289). 
Este precepto dispone: “Publicidad de la audiencia del juicio oral. La 
audiencia del juicio oral será pública, pero el tribunal podrá disponer, a 
petición de parte y por resolución fundada, una o más de las siguientes 
medidas, cuando considerare que ellas resultan necesarias para proteger 
la intimidad, el honor o la seguridad de cualquier persona que debiere 
tomar parte en el juicio o para evitar la divulgación de un secreto 
protegido por la ley:

a)	 Impedir el acceso u ordenar la salida de personas determinadas de la 
sala donde se efectuare la audiencia;

b)	 Impedir el acceso del público en general u ordenar su salida para la 
práctica de pruebas específicas”.

Es obvio que adicionalmente hay que considerar la capacidad física 
de las salas para limitar el número de asistentes, aunque no lo establezca 
la ley. También es razonable la circunstancia de que puede tratarse de 
un proceso conflictivo con incidentes, antes de la audiencia o incluso en 
audiencias anteriores, lo que aconseja limitar el acceso del público en 
general u ordenar la salida de la audiencia de personas determinadas (por 
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ej. las que insultan a los intervinientes o a los abogados, antes o dentro 
de la audiencia). Estas facultades de todo tribunal provenían del antiguo 
C.O.T. y no están derogadas.

En cuanto a que la publicidad pueda restringirse en las audiencias 
para proteger la intimidad el honor o la seguridad de alguna persona o 
evitar la divulgación de un secreto protegido por la ley, la facultad del 
juez es amplia, lo que no significa que pueda ser arbitraria.

Tampoco esta potestad puede interpretarse de manera tan amplia 
que se vulnere una de las principales virtudes del nuevo proceso, esto 
es la publicidad del mismo para garantizar la confianza del público en el 
nuevo sistema. Como no hay recursos procesales, el órgano que decide es 
el juez de garantía o el tribunal del juicio oral. Lo que éste resuelve está 
sujeto a la crítica periodística, de los propios abogados y eventualmente 
está la posibilidad lejana de una queja disciplinaria. Es decir, la decisión 
soberana del juez tiene que ser fundada, máxime que se está limitando 
una garantía constitucional, cual es la libertad de información.

A su vez, el art. 289 letra c) también le da facultad al juez para 
“prohibir al fiscal, a los demás intervinientes y a sus abogados que 
entreguen información o formulen declaraciones a los medios de 
comunicación social durante el desarrollo del juicio”.

Interpretando restrictivamente esta norma, estimamos que sólo 
afecta a las declaraciones o a las informaciones que se entreguen durante 
el juicio. En tanto, las que se hacen antes o después del juicio e incluso en 
un receso del mismo a los medios de comunicación social o periodistas, 
no estarían prohibidas como tampoco las que se hacen a personas que no 
pueden ser calificadas como medios de comunicación social. Se requiere 
de una decisión expresa del juez y si no lo hace, los intervinientes y 
abogados no están sujetos a esta limitación. 

En la práctica es corriente ver en la TV que durante el receso o 
después de las audiencias los abogados formulen declaraciones a los 
medios, a veces bastante perturbadoras, aprovechando que el juez no ha 
dictado una medida especial al respecto o si la ha dictado sólo tiene vigor 
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durante el juicio. ¿Pueden los intervinientes o sus abogados formular 
declaraciones durante el receso y/o fuera del recinto en que se verifica 
la audiencia, como por ej. sostenerse por un abogado que la prueba de 
la parte contraria es muy débil o que la suya es mucho más contundente 
y dar razones? ¿No se está tratando de influir al tribunal y a la opinión 
pública?

La restricción del inciso final del art. 289 dispone que “Los medios 
de comunicación social podrán fotografiar, filmar o transmitir alguna 
parte de la audiencia que el tribunal determinare, salvo que las partes 
se opusieran a ello. Si sólo alguno de los intervinientes se opusiere, el 
tribunal resolverá”.

Para que los medios de comunicación no puedan tomar fotografías, 
filmaciones, de una parte de la audiencia, se requiere una petición de 
algún interviniente y en desacuerdo de ellos resuelve el tribunal, pero 
no estimamos que el tribunal de oficio pueda ordenar esta particular 
prohibición sin petición de ningún interviniente. Tampoco pueden 
restringirse las fotos, etc., que puedan tomar asistentes a la audiencia que 
no son medios de comunicación social. En legislaciones comparadas, 
como en EE.UU., hay más estrictez al respecto.

Finalmente, en esta breve intervención queremos dar nuestra opinión 
sobre algunos temas polémicos en que hay criterios divergentes:

a) ¿Puede el tribunal decretar que los medios de comunicación 
no informen de las actuaciones del proceso, antes o después de las 
audiencias, en especial el nombre de los imputados, salvo la identidad 
de los menores de edad, apoyando esta restricción en la presunción de 
inocencia de toda persona, la que impide que quien no ha sido condenado 
pueda ser tratado como culpable por los medios de comunicación 
social?

A la interrogante anterior respondemos negativamente, aun cuando 
sabemos que existen diversos fallos de jueces de garantía, en especial en 
la primera parte de la aplicación de la reforma, en que prohibían a los 
medios de comunicación e incluso los notificaban antes y después de la 
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audiencia de que no podían informar de un proceso determinado, lo que 
motivó varios recursos de protección de los colegios de periodistas.

Estimamos que no podría servir de fundamento para tal decisión 
la presunción de inocencia de un imputado que le favorece mientras 
no exista condena. Dicha presunción no impide que en lo procesal el 
imputado esté afecto por las medidas cautelares o aquellas resoluciones 
de un tribunal que limitan algunas de sus garantías constitucionales. 
Estimamos que son inaplicables estas medidas por ser contrarias a la 
Constitución. Hay informes en derecho en el mismo sentido de los 
profesores de Derecho Constitucional Miguel Ángel Fernández y José 
Luis Cea.

b) ¿Son válidas y en qué medida las investigaciones periodísticas 
que se llevan a cabo por los medios de comunicación, sin intervención o 
autorización de los fiscales y en su caso de los tribunales?

Nuestra opinión es que aquellas son válidas porque la libertad de 
informar comprende también buscar y recibir informaciones, como 
lo expresa la Ley Nº 19.733. Sin embargo, esta actividad es sólo privada 
sin que pueda constituir una investigación penal en que los periodistas 
puedan ejercer atribuciones propias de los fiscales o de las policías. 

Estimamos que si encuentra algún antecedente que conduzca a 
un caso penal, lo podría proporcionar a los fiscales y si un periodista 
toma conocimiento que existe una investigación penal, puede aportar su 
información a esta investigación. Pero esto no lo aceptan los periodistas 
hasta no terminar su investigación, aduciendo que ello podría significar la 
ineficacia de su propósito informativo o la revelación de alguna fuente y 
por eso aquí hay un permanente conflicto en todos los países del mundo.

En síntesis, los periodistas pueden hacer indagaciones particulares 
siempre que no cometan delitos ni se hagan pasar por auténticas policías 
o fiscales.

En Chile ha habido mucha discusión y recuerdo tres casos, entre 
otros, del programa Contacto que trajeron mucha polémica. En uno  
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estaba afectado un parlamentario, quien se querelló criminalmente por 
el delito del art. 161 a) del Código Penal, pero sin éxito. En los otros 
casos, recuerdo el de los “quesitos mágicos” y el de la Corporación 
del Niño Agredido. Sin duda, debe reconocerse que el aporte de los 
medios informativos salvó a éstas y varias investigaciones de un archivo 
provisional (casos relatados en mi libro “Memorias del Primer Fiscal 
Nacional”).

Debemos recordar que el art. 161 a) del Código Penal dispone que 
castigará como si fuera delito al que en recintos particulares o lugares 
que no sean de libre acceso al público, sin autorización del afectado y por 
cualquier medio o comunicaciones de carácter privado, fotografíe, filme, 
saque fotocopias, etc.

Apoyamos algunas de estas investigaciones periodísticas con las 
limitaciones ya señaladas y esta opinión se funda en que si no hay una 
ley expresa que impida a los periodistas efectuar investigaciones no 
penales, aquellas estarían permitidas y serían lícitas, sin perjuicio de la 
responsabilidad penal por los delitos (injuria, calumnia, delito del art. 
161 a) del C.P., etc.) que se cometan en la investigación periodística y la 
responsabilidad civil por los daños ilícitamente producidos.

Sin embargo, estas disposiciones no se ponen en el caso de que 
se vulnere, por el fiscal, la policía u otras personas, el secreto de la 
investigación cuyo conocimiento está reservado únicamente a los 
intervinientes. Puede que hayan existido investigaciones administrativas 
para indagar si hubo una violación del secreto, pero no conozco de 
procesos penales en el nuevo sistema en que se haya investigado alguna 
posible infracción penal por vulneración del secreto de la investigación. 
¿Sería aplicable el art. 246 del Código Penal?

c)	 ¿Cuál es el alcance de las limitaciones de los fiscales, de acuerdo 
a normas de la Ley Nº 19.640 sobre el M.P., en especial los arts. 64 
y 8º de la ley que de alguna manera se relacionen con la libertad de 
información?
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El art. 64 mencionado señala : “Los fiscales deberán abstenerse de 
emitir opiniones acerca de los casos que tuvieren a su cargo”.

Esta no es propiamente una limitación a la libertad de información, 
sino que representa un sano criterio que impide al órgano persecutor 
adelantar juicios sobre la culpabilidad o la inocencia del imputado o dar 
opiniones de trascendencia del proceso penal a su cargo, lo que podría 
inhabilitarlo y hacerlo perder toda objetividad. 

Sin embargo, la prohibición de emitir opiniones no implica la 
denegación de la información sobre el estado de la causa y la posición 
procesal de la fiscalía.

El art. 8º inc. 4º de la Ley Nº 19.640 dice: “Son públicos los actos 
administrativos del Ministerio Público y los documentos que le sirvan de 
sustento o complemento directo y esencial (…). Podrá denegar la entrega 
de antecedentes o documentos requeridos si existe reserva o secreto 
establecidos en las disposiciones legales o reglamentarias(…)”.

Desde luego, la norma se refiere a los antecedentes administrativos 
y no a los antecedentes judiciales. Enseguida, la ley reconoce la reserva 
cuando está establecida en disposiciones legales o reglamentarias.

La referencia a los reglamentos internos del M.P. como limitante para 
conocer detalles de su actividad administrativa, fue declarada inaplicable 
por inconstitucional por el T.C., en el curso de una reclamación de 
ilegalidad deducida ante la Corte de Apelaciones de Santiago, por un 
periodista en contra del M.P. por su negativa a entregar información 
sobre auditorías internas relativas a incautaciones de dinero en un período 
determinado.

CONCLUSIONES

Hemos realizado un esfuerzo por hacer una síntesis de la problemática 
de la libertad de información en relación con nuestra actual justicia 
penal, tarea bastante difícil si se considera que la legislación es a veces 
contradictoria y a veces hasta confusa.
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Espero haber colaborado para aclarar algunos de los numerosos 
problemas que se suscitan con la libertad de información respecto de la 
justicia penal, reconociendo nuevamente que hemos desarrollado nuestro 
punto de vista y admitiendo posiciones e interpretaciones distintas de 
profesores, abogados y medios de comunicación social.




